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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PREACUERDO POR ACEPTACIÓN DE CARGOS / IRRETRACTABILIDAD DEL ALLANAMIENTO.
En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas declaró al accionante como penalmente responsable por incurrir en las conductas de fabricación, tráfico, o porte de armas de fuego, accesorios, partes o municiones y hurto calificado y agravado. Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente. (…)
… es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente, pues evidentemente, el primer escenario con el que contaba el accionante para lograr la protección de sus derechos fundamentales era el del proceso, siendo la tutela el último mecanismo judicial al que debe acudir un ciudadano para buscar la protección de sus prerrogativas constitucionales. (…)

En el presente asunto, se tiene que el señor Jaime Aníbal Escobar Criollo fue procesado y condenado por los delitos de fabricación…, resultado que fue reflejo de su aceptación de cargos al interior de la actuación penal, momento para el cual contaba con la asesoría de un profesional del derecho que lo acompañó en ese trámite, lo cual se irradia en los registros de audiencia  que tuvo esta Colegiatura la oportunidad de escuchar, donde quedó claro que en el devenir de la audiencia el señor Escobar Criollo comprendió las consecuencias de la decisión que estaba tomando…
Así las cosas, nos encontramos ante el principio de “irretractabilidad” que rige este tipo de decisiones, como así lo ha indicado la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión Penal, en múltiples pronunciamientos: 

“4.1.2
Ahora, de acuerdo con el art. 293 del C.P.P., si el imputado por iniciativa propia acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación. En consecuencia, la Fiscalía adjuntará el escrito que contiene la imputación… Examinada por éste para determinar que la aceptación de culpabilidad es espontánea, libre y voluntaria, procederá a aceptarla sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes…”.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JAIME ANÍBAL ESCOBAR CRIOLLO en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, RDA., por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso.

ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que mediante sentencia proferida en las calendas del 9 de marzo de 2016, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas declaró su responsabilidad penal, y la de los señores José Javier Bañol Ibarra, Iván Antonio Pareja y Leidy Johana Montoya Quintero, por incurrir en los delitos de Fabricación, Tráfico o Porte de Armas de Fuego, Accesorios, Partes o Municiones y Hurto Calificado y Agravado.

Refirió que el Juez, al momento de emitir la sentencia de carácter condenatorio, incurrió en un error en cuanto a la aplicación del verbo rector “portar”, toda vez que cuando lo capturaron él no estaba portando ningún arma de fuego, toda vez que de las cuatro personas procesadas, solo una de ellas era el poseedor y propietario del arma, misma que sólo fue manipulada por aquel, tal como lo determinó el peritazgo de dactiloscopia, lo que evidenció que él en ningún momento puso en riesgo la integridad personal de alguien, por lo que considera que incurrió el Juzgador en falsa apreciación de la prueba y errónea aplicación del tipo penal.

Señaló además que él es un taxista, y que solo estaba cumpliendo su labor, ignorando que las personas que transportaba venían de cometer varios delitos, y solo tuvo conocimiento de la situación cuando fue capturado; aclaró que no se apoderó de ninguna cosa mueble para obtener provecho para sí o para otro, no fue participe de colocar a la víctima en estado de indefensión o inferioridad, o aprovecharse de tales circunstancias, ni ingresó a la vivienda pues no conocía a los autores de los delitos, ni tampoco buscaba beneficios o retribuciones económicas derivadas de la comisión de la conducta punible, situación que no fue tenida en cuenta por el Juez a la hora de tomar su decisión, afectando así sus derechos y garantías fundamentales a la libertad, a la defensa y al debido proceso.
También indicó que durante el trámite procesal careció de la defensa técnica adecuada, debido a que su defensor no aportó pruebas que desvirtuaran su presunta culpabilidad, no controvirtió las pruebas aportadas por el ente acusador, vulnerando su derecho a la defensa, además informó que antes de dictarse sentencia los verdaderos responsables restituyeron los objetos sustraídos e indemnizaron los perjuicios ocasionados a la víctima, razón por la cual no entiende por qué resultó condenado sin haber incurrido en los comportamientos descritos.

Añadió finalmente que por miedo a una condena larga y bajo la presión de la oferta presentada por el fiscal y su defensor, aceptó los cargos, siendo un condenado por la ignorancia y el miedo al actuar delictivo de las personas que recogió mientras prestaba el servicio de taxista.
PRETENSIONES:
Con base en todo lo dicho, solicitó el señor Jaime Aníbal Escobar Criollo que se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se declare la nulidad de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas el 9 de marzo de 2016, en lo relacionado con su condena, para en su lugar absolverlo de los delitos por los cuales fue condenado, ordenándole al Juzgado accionado tramitar su libertad y restablecer sus derechos y funciones públicas.
TRÁMITE PROCESAL:

El presente asunto arribó al Despacho el 21 de marzo de 2019 y fue admitido mediante auto del día siguiente, a través del cual se ordenó vincular a todas las partes y demás sujetos intervinientes dentro de la actuación penal demandada. También se ofició al Juzgado accionado para que de manera concomitante con su respuesta, pusiera a disposición el expediente que corresponde al proceso en cuestión.
INTERVENCIONES: 

JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS: informó que el proceso penal con radicación interna 2015-0138, seguido en contra de los señores Jaime Aníbal Escobar Criollo y otros, por los delitos de Porte Ilegal de Armas y Hurto Calificado y Agravado, terminó con sentencia anticipada del 9 de marzo de 2016, en virtud de un preacuerdo suscrito entre los Procesados y la Fiscalía General de la Nación, encontrándose en esa oportunidad el aquí accionante asistido por el abogado defensor Dr. Alejandro Pérez Alarcón, también estuvo presente la apoderada de víctimas, Dra. María Alejandra Rodríguez Trujillo y el Representante del Ministerio Publico Dr. Edilberto Vanegas Holguín.
Señaló que al accionante, así como a los demás procesados, se les garantizaron sus derechos fundamentales, y se les explicaron las consecuencias que acarrea la aceptación de cargos, ante lo cual ellos, de manera libre, consciente y voluntaria la aceptaron. 
Por todo lo anterior indicó que el Despacho no vulneró derecho fundamental alguno, además han transcurrido más de tres años desde que se profirió la decisión, por lo que en virtud del principio de inmediatez, en estos momentos no es procedente atacar la sentencia.
ABOGADO ALEJANDRO PÉREZ ALARCÓN: Manifestó que fue designado como defensor Público del señor Jaime Aníbal Escobar Criollo el 4 de abril de 2015, fecha en la que se adelantaron las Audiencias Preliminares en las que participó activamente en pro de los intereses de su defendido.
Indicó que el proceso penal continúo con su trámite normal, ya que en su momento no hubo aceptación de cargos por ninguno de los investigados, pero en el trámite del proceso todos los sujetos vinculados al mismo decidieron acogerse a una sentencia anticipada, sin que siquiera se hubiera surtido un juicio oral. Así, el accionante y los demás procesados de manera voluntaria, consciente, sin presión o coacción alguna, y debidamente asesorados por sus defensores, decidieron acceder a un preacuerdo con la fiscalía previa indemnización a la víctima en particular, decisión que fue verificada por el Juez de conocimiento en la diligencia de control de legalidad del preacuerdo.
Añadió que durante el proceso el accionante no efectuó manifestación alguna, ni presentó pruebas que refutaran su responsabilidad en la comisión de los delitos imputados, ni tampoco le expresó su voluntad de debatir pruebas en un Juicio Oral, pues de lo contrario se hubiera sustraído de realizar la negociación con el ente acusador, indicando que jamás obligó a su defendido a aceptar el preacuerdo. 
Finalmente solicitó que no se acceda a las pretensiones de la acción constitucional, toda vez que la sentencia atacada por el accionante, fue proferida de manera legal con respeto de los derechos fundamentales de las personas investigadas.

ABOGADO JOSÉ DE JESÚS BERNAL: Indicó que ejerció la defensa técnica de Leidy Johana Montoya Quintero, en el proceso penal que culminó con un preacuerdo que se llevó a cabo con la Fiscalía, en virtud del cual no se discutieron los presupuestos fácticos de la conducta individualmente realizada. Además, el señor Escobar Criollo, al igual que los demás participantes de la conducta, contaban con la defensa técnica y en el curso de la Audiencia manifestaron conocer con claridad el alcance del acuerdo propuesto.
Señaló además que, debido al preacuerdo, no es posible llevar a cabo el debate probatorio al que hace mención el accionante, puesto que la defensa pactó con la Fiscalía el retiro de circunstancias de mayor punibilidad, con el fin de soportar la pena mínima.
Con respecto a la acción constitucional, consideró que la tutela no es la última causa, ni la instancia procesal para variar una decisión judicial que hace tres años fue adoptada y aceptada por el mismo accionante, siendo la acción de revisión la que debió impulsar el señor Escobar Criollo.

Finalmente, refirió que desde el 15 de enero de 2016 dejó de representar a Leydi Johana Montoya Quintero, por lo que desconoce qué acciones en favor de aquella se hayan impulsado dentro del proceso.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala establecer si es procedente el mecanismo de amparo constitucional para dejar sin efectos la condena impuesta por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas al señor Jaime Aníbal Escobar Criollo, aceptando con ello, en sede de tutela, la retractación de los cargos aceptados al interior del proceso penal.

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas declaró al accionante como penalmente responsable por incurrir en las conductas de fabricación, tráfico, o porte de armas de fuego, accesorios, partes o municiones y hurto calificado y agravado. Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Así las cosas, se puede apreciar que es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente, pues evidentemente, el primer escenario con el que contaba el accionante para lograr la protección de sus derechos fundamentales era el del proceso, siendo la tutela el último mecanismo judicial al que debe acudir un ciudadano para buscar la protección de sus prerrogativas constitucionales. Al respecto ha dicho la Máxima Guardiana constitucional:

“(…) Dado que el  ordenamiento jurídico cuenta con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo por supuesto los que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad jurídica.

En consecuencia, en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales hay una regla general: la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos. Así lo consideró la Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-568/94.”

En igual sentido, dijo en sentencia T-103 de 2014, con ponencia del H. Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio, que: 

“… no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales (…) tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso…” Decisión que, entre otras, fue reiterada en la sentencia SU-622 de 2001 y posteriormente en la sentencia C-590 de 2005, donde se señaló que la acción de tutela es un medio de defensa judicial subsidiario y residual, y que las acciones judiciales ordinarias constituyen supuestos de reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales.

En igual sentido, la Sala Plena en la sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: “Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. Por otra parte, en la sentencia SU-424 de 2012 se destacó: “(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”

Todo lo anterior encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia, lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“… la acción de tutela instaurada contra providencias judiciales, cuando no se han agotado los mecanismos ordinarios de protección, atenta contra la seguridad jurídica del ordenamiento. No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”
 (negrillas y subrayas por fuera del texto original.)
En el presente asunto, se tiene que el señor Jaime Aníbal Escobar Criollo fue procesado y condenado por los delitos de fabricación, tráfico, o porte de armas de fuego, accesorios, partes o municiones y hurto calificado, resultado que fue reflejo de su aceptación de cargos al interior de la actuación penal, momento para el cual contaba con la asesoría de un profesional del derecho que lo acompañó en ese trámite, lo cual se irradia en los registros de audiencia
 que tuvo esta Colegiatura la oportunidad de escuchar, donde quedó claro que en el devenir de la audiencia el señor Escobar Criollo comprendió las consecuencias de la decisión que estaba tomando, y así lo confirmó cuando el Togado le explicó que era su decisión libre y voluntaria aceptar o no aceptar los cargos endilgados, y que en caso de allanarse a ellos, lo que estaría haciendo sería reconocer que estaba involucrado como autor de los delitos por los cuales se le acusó, y por ende el resultado sería el proferimiento de una sentencia condenatoria anticipada. 

Bajo esa perspectiva, considera la Colegiatura que lo que el libelista pretende con esta tutela es retractarse de la aceptación de cargos por la que libremente optó en el pasado, precisamente ahora, después de haber renunciado a tal posibilidad en el trascurso de la mencionada diligencia, y aun sabiendo que en ese instante procesal el Juez de conocimiento le preguntó en repetidas ocasiones si estaba seguro de la aceptación de cargos a lo que él en todo momento dijo que sí, siendo consciente tanto de los delitos que se le enrostraron, como de la sanción que en consecuencia de aquellos le sería aplicable. 

En este punto, es importante recordar que el artículo 293 del Código de Procedimiento Penal hace referencia a la figura jurídica del allanamiento a cargos, y de forma clara indica que una vez se ha verificado por parte del Juez de Conocimiento si el procesado que decide aceptar los cargos endilgados, lo hace de manera voluntaria, libre y espontánea, aquel queda automáticamente imposibilitado para retractarse de tal asentimiento, y conforme a ello lo único que le resta al Cognoscente es proferir la respectiva sentencia de carácter condenatorio, mírese:

“Si el imputado, por iniciativa propia o por acuerdo con la Fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación. La Fiscalía adjuntará el escrito que contiene la imputación o acuerdo que será enviado al Juez de conocimiento. Examinado por el juez de conocimiento el acuerdo para determinar que es voluntario, libre y espontáneo, procederá a aceptarlo sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes, y convocará a audiencia para la individualización de la pena y sentencia.”
Así las cosas, nos encontramos ante el principio de “irretractabilidad” que rige este tipo de decisiones, como así lo ha indicado la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión Penal, en múltiples pronunciamientos: 

“4.1.2
Ahora, de acuerdo con el art. 293 del C.P.P., si el imputado por iniciativa propia acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación. En consecuencia, la Fiscalía adjuntará el escrito que contiene la imputación -equivalente a la acusación-, que será enviado al juez de conocimiento. Examinada por éste para determinar que la aceptación de culpabilidad es espontánea, libre y voluntaria, procederá a aceptarla sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes y, enseguida, convocará a audiencia para la individualización de pena y sentencia.

El control de legalidad aplicado por el juez de conocimiento recae, por una parte, sobre el acto mismo de aceptación de responsabilidad, a fin de verificar que éste sea expresión de la autonomía de la voluntad. Así, el art. 131 del C.P.P. preceptúa que al funcionario judicial le corresponde verificar si el allanamiento es producto de una decisión, libre, consciente, voluntaria, debidamente informada y asesorada por la defensa. Por otra parte, el mencionado control comprende una labor de supervisión sobre el respeto de las garantías fundamentales en cabeza del acusado. Sobre el particular, la jurisprudencia (CSJ SP 20 nov. 2013, rad. 39.834) tiene dicho que: 

no es posible sustraerse de la aceptación de responsabilidad a menos que, como la propia norma lo prevé, concurra un vicio en el consentimiento del procesado o se transgredan sus garantías, según se extrae del parágrafo del artículo 293 de la Ley 906 de 2004, insertado por la Ley 1453 de 2011, el cual debe interpretarse en armonía con el artículo 351 del mismo estatuto procedimental, que al regular lo concerniente a las modalidades de aceptación de cargos en su inciso cuarto, precisa que éstas imponen su aprobación por parte del juez de conocimiento, salvo que se desconozcan o quebranten garantías fundamentales. 

Dicho parágrafo ya fue objeto de estudio por parte de esta Corporación, concluyendo que es posible deshacer la aceptación de responsabilidad en cualquier momento y solo en las dos hipótesis indicadas por la norma, esto es, consentimiento viciado o desconocimiento de garantías, con la carga para quien lo aduce de demostrar que efectivamente se configuró alguna de estas dos situaciones invalidantes, de modo que cada una de las cuales haya determinado por sí sola, la aceptación de los cargos y la consecuente renuncia al derecho a la no autoincriminación.

Rigiendo entonces un principio legal de irretractabilidad, si la alegación de culpabilidad fue efectuada libre, consciente, voluntaria y espontáneamente ante el juez de control de garantías sólo habría lugar a improbar el allanamiento o a admitir una excepcional dimisión por el procesado si su consentimiento para aceptar la responsabilidad penal por los cargos formulados se hallare viciado por error, fuerza o dolo (cfr. CSJ SP 15 may. 2013, rad. 39.025 y CSJ SP 20 nov. 2013, rad. 39.834). 

(…) Entre otras consecuencias, el allanamiento a cargos entraña la renuncia del imputado a ser juzgado públicamente (art. 250-4 de la Constitución), así como a las prerrogativas inherentes a este derecho fundamental. Ello se extracta del art. 8º lits. b), j) y k) del C.P.P. Quien acepta la imputación no sólo se autoincrimina, sino que desiste a solicitar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra, a tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial y con inmediación de las pruebas, en el cual pueda, si así lo desea, por sí mismo o por conducto de su defensor, interrogar en audiencia a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de testigos o peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos objeto de debate.”

Además, es de relieve señalar que en la actualidad la sentencia cobró ejecutoria dado que no fue recurrida, lo cual deja ver claramente que no se agotaron las instancias judiciales propias del proceso penal, que eran el escenario natural para discutir los asuntos que en este caso saca el actor a relucir.  

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues lo que se evidencia es que con esta acción constitucional, lo que pretende el accionante es revivir una etapa procesal que dejó fenecer, lo cual no le es dable al Juez de tutela, especialmente cuando ello se dio como consecuencia del descuido en que incurrió el accionante en su propio proceso.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional invocada por el señor JAIME ANÍBAL ESCOBAR CRIOLLO en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial)


� Corte Constitucional, sentencia T-1054 de 2010, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional, sentencia T-211 de 2009, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. P


� Registro de Audiencia preacuerdo Jaime Aníbal Escobar Criollo minuto 21:15 
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